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Resumen: La enunciación de la tesis de que el fin común es la causa 
fundamental y primera del ser y del valor de los grupos sociales podría 
sugerir la idea de una incursión ociosa en un tema ya solucionado. A 
semejante objeción cabría enfrentarla con dos órdenes de argumen-
tos. 
En primer lugar, para la sociología de Max Weber, tal vez la más influ-
yente teoría social del s. XX, el constitutivo esencial del grupo social 
(“asociación, Verband)”, reside en la estructura de las relaciones de 
mando y obediencia (Wirtschaft und Gesellschaft, t. I, p. 26). De tal 
suerte, puede decirse que en Weber toda asociación es asociación de 
dominación. En segundo lugar, dentro de las escuelas que en principio 
aceptan el fin común como el primer principio del orden social no hay 
acuerdo –en especial hoy- respecto de la naturaleza y la función de ese 
fin; a punto tal que aparece incluso comprometida su propia especifi-
cidad de causa y de fin.
Así pues, este tema esencial para la verdadera intelección de la reali-
dad social y política dista de estar cerrado.
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Abstract: The author supports a thesis, i.e. that the common end causes 
the basic structure of society (understood as a “social group”); and 
that the common end constitutes, likewise, the group’s first legitimacy 
principle. 
In spite of the intrinsic validity of that thesis, perhaps the main socio-
logical doctrine in the last century, that of Max Weber, identifies the 
social group with the “association of domination”, whose definition is 
based upon the subordination relations.
On the other hand, in the classical-finalist domain, some relevant posi-
tions, even accepting the essential premises of the Aristotelian com-
mon end thesis, are inconsistent in their conclusions: they deny the 
specific nature of end and cause in respect to society embodied in the 
social common end.
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LA TESIS DEL FIN COMÚN COMO CAUSA DEL 
GRUPO SOCIAL
Comencemos aﬁrmando una tesis: el ﬁn común es la causa 
fundamental y primera del ser y del valor de los grupos sociales. 
En otros términos, el ﬁn común es primer principio tanto de 
la explicación (y “justiﬁcación” 1) de la existencia cuanto de 
la legitimidad del obrar de los grupos sociales. Se trata, pues, 
del quicio a partir del cual se dirime el estatuto ontológico y el 
sentido axiológico de realidades humanas como, entre otras, la 
familia y el Estado 2.
Ahora bien, tal tesis –en sí misma considerada- parecería 
distar de encerrar un problema teorético. Es más: sostener que 
un ﬁn común es la causa por antonomasia de la familia y del 
Estado parecería presagiar una incursión ociosa en un tema su-
ﬁcientemente estudiado y ya resuelto. 
Pero a semejante reparo cabría enfrentarlo con dos órdenes 
objeciones, que muestran a las claras la pertinencia del replan-
teo de la tesis de marras.
PRIMERA OBJECIÓN:  
NO CONSTITUYE UNA TESIS PACÍFICAMENTE 
ACEPTADA POR EL CONJUNTO DE LAS LLAMADAS 
CIENCIAS SOCIALES LA DE QUE EL FIN COMÚN ES 
CAUSA (Y LA PRINCIPAL CAUSA) DE LOS GRUPOS 
SOCIALES
Para algunas escuelas, la acción causal del ﬁn (común) apa-
rece como un dato incuestionable; pero no ocurre lo propio con 
otras corrientes y autores –y no precisamente irrelevantes-. Un 
verdadero paradigma de éstas últimas lo constituye la sociología 
de Max Weber, tal vez la más inﬂuyente teoría social del s. XX. 
Cuando encara el estudio del grupo social, llamado por él “aso-
ciación (Verband)”, este autor hace residir su constitutivo esen-
cial en la estructura de las relaciones de mando y obediencia 3. 
De tal suerte, puede decirse que toda asociación es asociación 
de dominación (Herrschafstverband). Y, en esa misma línea, a 
la hora de detectar el elemento deﬁnitorio de la sociedad políti-
ca, Weber lo encuentra en el poder coactivo. Abordemos más de 
cerca su posición.
I) Potestad, sociedad y fin común. La tesis de Weber, en sí 
misma y en sus consecuencias
a) La definición weberiana de la sociedad política por su 
“medio específico”
En el parág. 17 de Economía y sociedad Weber aﬁrma que 
no es posible deﬁnir una asociación de dominación política –
tampoco el Estado- por su ﬁn (Zweck). Luego, deberá serlo por 
el medio que, sin serle exclusivo le es, con todo, especíﬁco: la 
violencia. 
En efecto, dice, no ha habido ﬁn que alguna politische 
Verband no haya perseguido; y, por otra parte, no ha habido nin-
gún ﬁn que haya sido perseguido por todas, desde la garantía de 
la seguridad personal hasta la jurisdicción (von der persönlichen 
Sicherheitsgarantie bis zur Rechtsprechung). El uso corriente 
del lenguaje no corresponde totalmente a esta idea. Por ello se 
habla de la “política de divisas” de un banco, o de la “política 
escolar” de un ayuntamiento. Pero, ya en forma más caracte-
rística, se distingue habitualmente el lado político de una situa-
ción, el funcionario político, las consecuencias políticas, etc., 
de los aspectos o personas o procesos económicos, culturales, 
religiosos. Con éste último uso se alude a todo aquello referido 
a las relaciones de dominación (Herrschaftsverhältnisse) que se 
dan en el interior de la asociación política. Ésta es la encargada 
del sostenimiento, suspensión o cambio de dichas relaciones de 
sujeción, frente a personas y procesos que nada tienen que ver 
con su establecimiento. Tales usos lingüísticos, agrega Weber, 
detectan lo común a todas esas realidades en el elemento do-
minación, en la forma en que la ejercen los poderes del Estado, 
con exclusión de los ﬁnes perseguidos. Según Weber, pues, su 
propia deﬁnición no hace sino resaltar con agudeza lo que el 
lenguaje corriente mienta: la violencia, actual o eventual, como 
lo especíﬁco de la política 4. 
La doctrina de la deﬁnición de la política por su medio (la 
violencia), tal como aparece en los “conceptos sociológicos fun-
damentales”, se mantiene también constante en el resto de la 
obra de Weber. Vamos al cap. VIII de Economía y sociedad. 
Resulta conceptualmente indiferente para la ciencia, se dice allí, 
la clase de ﬁn a que se dirija la acción comunitaria; la asocia-
ción política puede consistir en un Estado pirata (Raubstaat), 
un Estado de bienestar, un Estado de Derecho, etc. Pero lo que 
le otorga su nota especíﬁca de politicidad es la condicio sine 
qua non de que se ejerza dominación (ejercicio de la violencia) 
sobre hombres y territorio. Merced a su incontrastable medio de 
acción, la asociación política está capacitada para hacer suyo 
todo posible ﬁn de una empresa comunitaria, y no hay ﬁn en 
el mundo que en algún momento o en algún lugar no haya sido 
perseguido por una asociación política. Esta universalidad de 
objetivos, históricamente efectivos o posibles, incluye, claro 
está, la erección de la dominación misma, de su solidez y de su 
acrecentamiento, en ﬁn de la asociación 5.
b) El alcance radical del planteo weberiano
Así pues, Weber aﬁrma que la consolidación del poder de do-
minación mismo sobre un ámbito físico determinado a menudo 
llega a convertirse en el objeto de la acción de una asociación 
política 6. Ahora bien, en Política como vocación aparece idén-
tica posición, pero expresada a la manera de una conclusión de 
la premisa que identiﬁca la esencia de lo político con el ejercicio 
del poder. En efecto, allí -tras reiterar que no hay ﬁn que alguna 
asociación política no se haya propuesto, y que tampoco hay ﬁn 
que haya sido perseguido por toda asociación como tal- se dice 
que “político” mienta aquellas realidades en donde se dirimen 
intereses relativos a la distribución, conservación o desplaza-
miento del poder. En otros términos, la politicidad se identiﬁca 
especíﬁcamente con la búsqueda del poder. De tal suerte, el po-
der viene a constituir el objeto de la acción política 7. Así pues, 
nada obsta a que la práxis política, en la medida en que responda 
a su naturaleza de tal, resulte centrada en el eﬁciente control de 
los súbditos (en el ámbito interno); y en el engrandecimiento 
imperialista (en el externo). Tal sería el coherente corolario de 
la tesis de Weber. Nos hallaríamos, entonces, ante un jalón doc-
trinal decisivo de la llamada Machtpolitik 8. 
Lo últimamente aﬁrmado amerita una reﬂexión que, si bien 
no se relaciona con la estructura lógica de las ideas mismas, con 
todo no deja de ser pertinente si de doctrinas sobre la práxis se 
trata. Éstas, en efecto, encierran esencialmente una cierta causa-
ción –en línea de la ejemplaridad- sobre las concretas conduc-
tas. Por ello tal vez no resulte aventurado suponer que académi-
cos de la talla de Weber deben de haber ejercido una inﬂuencia 
no insigniﬁcante sobre la práxis política del s. XX, la cual a la 
postre terminó signada por manifestaciones de violencia jamás 
vistas hasta entonces. Más concretamente: en 1919 –en el mo-
mento en que ya se sucedían sucesos atroces a lo largo de toda 
Europa y del mundo- era uno de los hombres más grandes de 
la Universidad alemana quien sostenía que la “vida buena” de 
Aristóteles no era sino el ejercicio organizado de la violencia, 
no normada por valor objetivo (universal) alguno.
c) La entronización del poder como objeto primario del 
saber político
La comunidad política –nos ha dicho Weber- no puede de-
ﬁnirse por sus ﬁnes, sino por su medio. Eso no quita, recono-
ce nuestro autor, que la violencia (Gewaltsamkeit) no sea ni el 
único ni el normal medio administrativo. Los dirigentes poseen 
otros medios posibles para dar cumplimiento a sus ﬁnes. Junto a 
la circunstancia (Umstand) de que la violencia es utilizada como 
garantía del orden, es marca de la asociación política el hecho 
de que ella pretende la dominación por parte de su cuadro admi-
nistrativo, y la vigencia de su propia ordenación para un ámbito 
territorial determinado. Además, otros grupos, como el clan, la 
casa y quienes en la edad media estaban autorizados a portar ar-
mas han recurrido al uso sistemático de la fuerza. Ahora bien, en 
cualquier caso, Weber insiste en que el empleo o la amenaza de 
la violencia constituye el medio especíﬁco y la ultima ratio de 
la asociación política. Luego -concluye lógicamente- allí donde 
se encuentre una asociación que utilice la violencia (de modo 
organizado y estructural, cabría agregar) y que posea la nota de 
la territorialidad, allí habrá una asociación política (politische 
Verband), ya se trate de comunidades vecinales, domésticas o 
gremiales 9.
En El Estado como realidad permanente se obtuvieron al-
gunas conclusiones en sede epistemológica a propósito de la 
identiﬁcación weberiana entre lo político y el poder. Tal iden-
tiﬁcación se maniﬁesta, concretamente, en la resolución de lo 
político como realidad social, i.e. de la comunidad política, en 
la organización de la violencia por parte del sector dominante. 
Por otra parte, y en dependencia de la misma premisa, se llega a 
la identiﬁcación esencial entre cualquier grupo social coactiva-
mente estructurado (“asociación de dominación”) con una co-
munidad política. De esa manera queda escamoteado el objeto 
per prius de la ciencia política: la comunidad política. Tal objeto 
pasa a ser cualquier grupo social territorialmente asentado, con 
la única condición –marca especíﬁca de la politicidad- de que 
sus dominadores hayan organizado la aplicación de la violencia 
sobre los miembros del grupo 10.
II) ¿Acaso no hay un fin político específico? Una crítica a 
Weber desde Weber
El fundamento que sustenta la tesis de Weber respecto de la 
identiﬁcación de lo político con el poder, y que mediatamente 
determina la concepción del poder como violencia organizada 
consiste, como se ha visto, en el principio de la inexistencia de 
ﬁnes políticos (comunes) especíﬁcos. Ahora bien, tal presupues-
to, clave para su doctrina sobre la política y el poder, no debe ser 
aceptado sin más.
Weber aﬁrma la inexistencia de un ﬁn, cualquiera sea, que 
una asociación política no se haya propuesto. Pero cabe ahora 
una ejempliﬁcación que muestre gráﬁcamente la falencia de la 
tesis del gran sociólogo. Así, la política de utilización del agua 
variará en un país desértico y en Holanda; mas, en ambos casos, 
lo que se halla en juego es idéntico, i. e. una parte inderogable 
de todo ﬁn político histórico o posible: la consecución de los 
medios imprescindibles para la satisfacción de las necesidades 
materiales de los habitantes. Semejantes ejemplos podrían multi-
plicarse. Piénsese en una comunidad política despojada de parte 
de su territorio, que persigue una política exterior paciﬁsta (ante 
rivales poderosos), y en otra que no rehuyese el enfrentamiento 
bélico, si la probabilidad de éxito acompañaran la empresa; en 
ambos casos, el ﬁn sería el mismo: la justicia, la incolumidad y 
la supervivencia del Estado. O, ante la necesidad de atender los 
servicios públicos esenciales para la vida comunitaria, podríase 
imaginar un Estado que emprendiese una política de privatiza-
ciones, si contara con un entramado social (“sociedad civil”) 
-preferentemente nacional- capaz de hacerse cargo de impor-
tantes funciones de la vida comunitaria; u otro Estado que, ante 
un marasmo nacional o internacional, asumiera o reasumiera 
la gestión directa de esos servicios. Si las condiciones esboza-
das en los dos ejemplos para hacer en principio razonable los 
temperamentos seguidos no se veriﬁcasen (guerra sin razonable 
posibilidad de éxito; concesiones de servicios públicos a incon-
trolables monopolios extranjeros), con todo, el ﬁn continuaría 
–por lo menos, de jure- siendo el mismo: una parte inderogable 
del bien común político. Si se plantea la cuestión en sentido 
histórico-diacrónico, salta aun más a la vista este aspecto de la 
realidad: la política educativa no podía ser idéntica en la Grecia 
del s. IV a. C. a lo que sería en la Europa del s. VI, ni tampoco 
se entendería lo mismo por “política educativa” en el imperio 
incaico de lo que entendemos hoy en Occidente. No obstante, 
en ninguna comunidad política de la Historia ha estado ausente 
la conciencia y la voluntad de que se poseyeran, acrecentaran y 
transmitieran ciertos conocimientos reputados imprescindibles 
para la vida colectiva. Y de análoga manera cabría ejempliﬁcar 
respecto de la moral comunitaria (básicamente, las relaciones de 
justicia y amistad cívica) considerada necesaria y valiosa para la 
existencia y la pujanza de una sociedad política. Estamos fren-
te a concreciones históricas incodiﬁcables de bienes humanos 
participables que jamás podrán faltar –en algún nivel, por lo 
menos- en sociedad política alguna. 
A partir de todo lo dicho puede constatarse la constitutiva 
irreductibilidad de las circunstancias que deben enfrentar los 
hombres a cualquier esquema a priori, inmediatamente cog-
noscible o apodícticamente deducible. La historicidad, particu-
laridad, mutabilidad e imprevisibilidad de los acontecimientos 
del mundo humano, afectados como están por una doble contin-
gencia (la del mundo material y la de los procesos voluntarios 
libres), impone, para cada desafío de la existencia, individual o 
colectiva, una respuesta también particular -y contingente: se-
ría tal vez pensable otra mejor, o igualmente buena-. Luego, la 
casi inﬁnita gama de “ﬁnes” que el gran sociólogo pudo haber 
registrado con su enciclopédico saber a lo largo de la Historia 
constituye una necesidad, a la vez del “mundo sublunar” y de 
“las cosas humanas”, para decirlo con Aristóteles. Pero -y repá-
rese en que aquí radica el error del argumento de Weber- no se 
trata de auténticas partes del ﬁn político (ni menos aun de ﬁnes 
políticos diversos y contradictorios), sino de ﬁnes próximos, o 
de medios ordenados a la consecución del ﬁn político. De un ﬁn 
que (aunque no podamos detenernos a probarlo en este lugar) 
no está al alcance del gremio, la cofradía religiosa o la familia, 
para citar los ejemplos del propio Weber. En síntesis: el error 
consiste en haber confundido los ﬁnes con los medios (i. e., en 
haber llamado “ﬁnes” a los “medios”). Pues son los medios los 
que resultan necesariamente diversos; mas el ﬁn político, en su 
contenido esencial, permanece idéntico a través de épocas y cul-
turas.
A tenor de la crítica a Weber ganaría terreno la tesis de rai-
gambre aristotélica de que el ﬁn común es el principio de es-
peciﬁcación de los diversos grupos sociales. En el caso de la 
comunidad política, su causa ﬁnal consistiría en un ﬁn objetivo 
y especíﬁco, único aunque participable, capaz de poner y man-
tener en existencia a la sociedad por él convocada. El eje de esta 
doctrina ﬁnalista, muy difundida en el pensamiento ﬁlosóﬁco-
político occidental desde el s. XIII, se asienta ante todo en dos 
principios solidarios, recíprocamente implicados (ya que cau-
sae ad invicem sunt causae): la politicidad natural y la primacía 
del bien común político 11. 
Ahora bien, la refutación de las teorías que radican el princi-
pio deﬁnitorio de los grupos sociales en el poder no basta para 
zanjar la totalidad de las diﬁcultades teoréticas que suscita hoy 
la tesis planteada al comienzo de este artículo.
SEGUNDA OBJECIÓN: 
DENTRO DE LAS ESCUELAS CLÁSICO-FINALISTAS 
(VINCULADAS DOCTRINALMENTE CON LA 
TRADICIÓN POLÍTICA ESCOLÁSTICA) QUE EN 
PRINCIPIO ACEPTAN AL BIEN COMÚN COMO 
EL PRIMER PRINCIPIO DEL ORDEN SOCIAL Y 
A LA POLITICIDAD COMO UNA PROPIEDAD DE 
LA ESENCIA HUMANA NO HAY ACUERDO –EN 
ESPECIAL HOY- RESPECTO DE LA NATURALEZA Y 
DE LA FUNCIÓN DE AQUEL FIN
I. La problemática divergencia en la inteligencia de la cues-
tión
Tómense algunos casos signiﬁcativos: a) un relevante ﬁló-
sofo del derecho iusnaturalista como John Finnis. El catedráti-
co de Oxford y de Notre Dame determina, sí, que el elemento 
constitutivo de un grupo como familia, equipo, Estado etc., con-
siste en compartir un objetivo, al cual se le llama “bien común 
(common good)”. Mas este ﬁn constitutivo (causa ﬁnal) viene 
deﬁnido como conjunto de condiciones (“set of conditions”) 
que capacita a los miembros de un comunidad para alcanzar 
por sí mismos los valores que buscaban al nuclearse 12; b) Un 
inﬂuyente ﬁlósofo social e internacionalista del pasado siglo, 
como J.-T. Delos. En su clásica obra La société internationale 
et les principes du droit public) deﬁne a la causa ﬁnal del Estado 
–el bien común- como el conjunto completo de las condicio-
nes (“l’ensemble complet des conditions”) materiales y morales 
para la vida y el desarrollo de los hombres 13. Tal había sido, 
asimismo, su concepción del bien común en la muy inﬂuyente 
traducción comentada de la Suma Teológica del Aquinate; c) un 
moralista como Victor Cathrein. Este autor, en las innumerables 
ediciones de su conocido manual -que arrancan en 1895-, ha 
aﬁrmado que la causa ﬁnal de la sociedad política debe deﬁnir-
se como el conjunto de las condiciones requeridas (“complexus 
condicionum requisitarum”) para la felicidad de los miembros 
de la sociedad 14. 
Tal concepción acerca de la causa ﬁnal del grupo (en parti-
cular, en lo referente al Estado) aparece habitualmente recogida 
por la ﬁlosofía política y jurídica hispanoamericana. Así, po-
demos citar el ejemplo que ofrecen dos ilustres académicos y 
hombres públicos, como el ﬁlósofo y presidente de la corte su-
prema de justicia de la República Argentina Tomás Casares 15 y 
el catedrático y padre de la constitución chilena Jaime Guzmán 
Eyzaguirre 16. 
Digamos desde ya que semejante caracterización de la natu-
raleza y de la función del ﬁn común –malgrado su relativa vi-
gencia doctrinal- resulta problemática. En efecto, como se mos-
trará brevemente infra, en esta concepción el ﬁn común como 
causa ﬁnal de la sociedad aparece incluso comprometido en su 
especiﬁcidad de causa y de ﬁn. 
Sea como fuere de lo últimamente dicho, vemos cómo nos 
hallamos frente a un tema que, aun en la tradición del iusnatura-
lismo de raigambre aristotélica y tomista, dista de estar cerrado. 
Cabe aﬁrmar entonces que entre quienes sostienen la causalidad 
social del ﬁn aparece una cuestión a dirimir, toda vez que dentro 
de esas corrientes ﬁnalistas no hay verdadera coincidencia in re 
(real, no meramente nominal) sobre cuál sea la causa ﬁnal de la 
sociedad. Ahora bien, así como se hizo con el caso de la reduc-
ción weberiana de la política al poder y a la violencia organi-
zada, también corresponde aquí sopesar si acaso el bien común 
consiste en la protección de bienes y derechos particulares; y si 
acaso amerita ser acríticamente aceptada en sede cientíﬁca la 
formulación del bien común como conjunto de condiciones para 
la perfección de las personas.
I. Sobre la tesis de la promoción y/o protección de los bie-
nes particulares como fin de la comunidad política
a) Las aporías a que conduce
A partir de las posiciones últimamente presentadas cabe con-
siderar la posibilidad de que el primer principio del todo político 
pueda ser reducido a una pluralidad de ﬁnes, o al conjunto de 
los ﬁnes de las partes -sean o no interdependientes-. Ese sería 
el caso si la causa ﬁnal del Estado se redujese a los derechos y 
bienes individuales y grupales, tal como a veces se propone.
Ante esta posibilidad, resulta razonable poner de maniﬁesto 
algunas de sus presupuestos y consecuencias. Cada uno de los 
bienes comunes correspondientes a las sociedades infrapolíticas 
es especíﬁcamente inferior al bien común político. Y su reunión 
total no alteraría cualitativamente su carácter infrapolítico. 
Además, si el ﬁn común político consistiese en el reaseguro de 
los ﬁnes infrapolíticos, entonces ya no se trataría de un ﬁn en el 
que se estructura un orden de perfecciones -materiales y espi-
rituales- participables, sino de tantos ﬁnes cuantas partes haya. 
Con lo cual se plantean ciertas diﬁcultades. Por un lado, el ﬁn 
que aúna y uniﬁca no es uno ni uniﬁcante, porque no es causal-
mente común, y aparece como formalmente múltiple. Por otro, 
no existe un ﬁn distintivamente político, superior al reaseguro 
de los bienes grupales e individuales de las partes. Ambas diﬁ-
cultades comprometen la especiﬁcidad y la naturaleza de la rea-
lidad política, y son solidarias. La primera pone en tela de juicio 
la causación y la supraordenación de su ﬁn propio; la segunda 
obscurece la necesidad de la vida política como promotora de un 
bien comprehensivo aunque cualitativamente superior al de los 
grupos y los individuos. 
Es necesario recordar que la nota de común que se atribu-
ye al ﬁn de la sociedad política consiste en ser común por la 
causación. Se trata, concretamente, de una causa que atrae por 
modo de ﬁn, y que produce efectos en todo miembro de la co-
munidad de la que es causa. El bien natural perfecto (político) 
convoca y perfecciona como un ﬁn que no por común deviene 
ajeno. No es un universal lógico, sino, precisamente, aquello 
que extiende su causalidad más allá de un solo individuo gracias 
a a su valiosidad intrínseca y a su riqueza perfectiva. En efecto, 
hay comunidad de causación si lo común es más perfecto que 
lo individual; en el plano de la causalidad ﬁnal esto equivale 
a mayor plenitud de bien. Luego, si el ﬁn político no es más 
perfecto que los ﬁnes infrapolíticos no hay causa ﬁnal para la 
sociedad política 17. Ante lo cual se plantean nuevamente dos 
alternativas: o negar la existencia del todo de orden político (o 
sea, del Estado) debido a la carencia de un ﬁn real y propio 
que lo origine -opción inviable, pues la existencia de la comu-
nidad política se comprueba empíricamente a lo largo de toda la 
Historia entre todos los pueblos-; o cuestionar el carácter natu-
ral de la sociedad política. Porque la nota de natural implica el 
hallarse primariamente abocada a la consecución de un orden 
especíﬁco de bienes exigidos por la naturaleza humana, y no a 
la evitación de daños o al subsanamiento de defectos. Es decir, 
la aceptación de la natural politicidad implica la aceptación de 
que la vida política es un bonum honestum, un bien en sí, y no 
un remedio de males, a la manera en que paradigmáticamente lo 
planteó Rousseau: se sufre la vida política como quien sufre se 
le ampute un brazo para no morir de gangrena 18. Esto equivale, 
por un lado, a la imposibilidad de resolver el ﬁn político en el 
socorro circunstancial a otros grupos (de allí que el principio 
de subsidiariedad mismo se desvirtúe si se lo divorcia del de 
la primacía del bien común, llamado también “principio de to-
talidad”). Así como también, por otro lado, la aﬁrmación de la 
natural politicidad impide explicar la presencia de lo político a 
partir de insuﬁciencias humanas contingentes -o de un avatar 
histórico- 19.
b) Su filiación doctrinal
El principio de la politicidad natural del hombre conlleva ne-
cesariamente –lo reiteramos- la aﬁrmación de que el ﬁn de la 
sociedad política es un bien común propio y especíﬁco, irreduc-
tible y supraordenado respecto de todos los otros ﬁnes naturales 
de sus miembros. Ahora bien, si la función del orden político 
se reduce a proporcionar ayuda para que los grupos menores 
alcancen sus objetivos, luego el ﬁn mundanal de los hombres 
resulta ser extra- (o pre-) político. Lo político fungiría como 
allanador de obstáculos, o removedor de impedimentos circuns-
tancialmente atravesados en el camino de los grupos infrapo-
líticos. Estos parecerían ser, de suyo, autosuﬁcientes. Pero se 
encontrarían necesitados de ayuda, y sobre todo de protección. 
Se plantea, aquí, una situación compleja: sociedades autosuﬁ-
cientes requerirían la presencia de otra que, sin un ﬁn especíﬁco, 
les creara condiciones favorables y las protegiera. La causa de 
la vida política se identiﬁcaría, entonces, con la causa de que 
aquellas sociedades reclamen apoyo en sus desfallecimientos 
y protección ante peligros. Tal causa no sería, principalmente, 
sino la debilidad y maldad humanas. 
Esta es, precisamente, la doctrina del fundador del liberalis-
mo político, John Locke 20. En efecto, toda su caracterización 
del estado de naturaleza en sentido estricto es el más decisivo 
argumento lockeano a favor de la suﬁciencia de la vida prepolí-
tica. La aparición de lo político supone un estadio lógicamente 
ulterior, representado por la aparición de la maldad humana y la 
consiguiente caída en estado de guerra (donde se echa de ver la 
versión secularizada del dogma del pecado original). El Estado 
adviene y es exigido a partir de la necesidad de evitar las inju-
rias mutuas y de proveer seguridad a los bienes asequibles por 
los individuos y los grupos fuera de la órbita política. Es un 
reaseguro histórico de la libertad primitiva y de sus ﬁnes parti-
culares. Lo político aparece, así, como un remedio, en la medida 
en que sirve para paliar los defectos del estado de guerra y no 
para promover una órbita de perfecciones humanas superior a 
las perseguidas por los grupos domésticos o económicos.
Es maniﬁesto el alcance de la hipótesis de tal estado de natu-
raleza respecto de la valoración del orden político. Ahora bien, 
Locke, además, conﬁrma de manera expresa esa concepción del 
Estado en el parág. 128 del Second Treatise on Government 21, 
al relacionar causalmente su existencia con la maldad moral. 
En efecto, dice allí, todos los hombres forman una comunidad, 
y si no fuera por la corrupción y el vicio de individuos degene-
rados, no sería necesario agruparse pacticiamente en sociedades 
menores (políticas); bastaría con la gran comunidad humana. 
Posiciones como la de Leo Strauss, que acercan el núcleo del 
pensamiento político de Locke al de Hobbes, encuentran ratiﬁ-
cación explícita en ese pasaje 22.
A tenor de lo dicho no resultaría impropio caliﬁcar como 
primariamente represivo al orden político. Este carácter policial 
del Estado aparece también explícitamente aﬁrmado por Locke. 
Así, por ejemplo, en el pgf. 88, en tren de distinguir las notas 
especíﬁcas de la sociedad política, nuestro autor señala el papel 
punitivo como un eje de sus funciones y de su mismo ser 23.
Si la actividad del Estado se limita, básicamente, a tratar de 
remediar los efectos de la maldad moral, es que los ﬁnes hu-
manos son lógicamente previos e independientes respecto del 
orden político. Este se justiﬁca en la medida en que resguarde 
imparcial y eﬁcazmente los bienes particulares y sus correspon-
dientes derechos. En sentido estricto ya no puede aﬁrmarse al 
bien común como ﬁn de la comunidad política; no habría, como 
se ha dicho, una esfera de bienes superiores participables que 
se originara en la vida del todo político en tanto tal, es decir, 
ﬁnes que excedieran el ámbito de los individuos o los grupos 
infrapolíticos.
No otra cosa aﬁrma el Treatise. Constituye un tópico de la 
obra el aserto de que la razón por la cual los hombres se inte-
gran y permanecen en sociedades políticas es la protección de su 
vida, libertad y propiedad; si bien Locke preﬁere hablar, concisa 
y signiﬁcativamente, de la protección de su propiedad privada 
24. Locke, con todo, se reﬁere en un escueto pasaje al beneﬁcio 
que la asistencia mutua provee a los individuos integrados en 
sociedad política. Sin embargo, la necesidad que esto conlleva 
es la de deponer la libertad natural y el poder de ejecutar propios 
del estado de naturaleza, para sostener el poder de la comunidad. 
Y, además, el fundamento de la obligación que genera consiste 
en la reciprocidad con que los demás observan igual conducta; 
es decir, la justicia de resignar el poder natural reside en la situa-
ción contractual de las partes. Se trata, pues, de una alusión ais-
lada a la colaboración social (aunque no parece señalarse como 
actor a la sociedad política, sino a los grupos e individuos que 
la integran); alusión diluída en la temática recurrente de la nece-
sidad de un poder común protector de la propiedad, fruto de un 
acuerdo subjetivo. Por todo ello resulta coherente que el término 
-raro en Locke- de “common good”, estampado enseguida, sea 
reducido nocionalmente a la protección de la propiedad 25, vgr., 
al conjunto de los intereses individuales.
c) Algunos corolarios
Proponer la promoción de bienes infrapolíticos como ﬁn del 
cuerpo político suscita ciertas aporías, cuya solución coherente 
demanda, sin lugar a dudas, una opción radical. La conjunción 
de autosuﬁciencia (natural) prepolítica con debilidad (¿caída?) 
histórica -que de alguna manera se sigue a partir de la reducción 
del ﬁn político a la protección de ﬁnes particulares- es com-
patible con los principios contractualistas sobre el origen y la 
naturaleza del Estado, pero no con el de la politicidad natural. 
También resulta legítimo concluir que no hay conciliación cohe-
rente entre este último principio y la tesis que se viene cuestio-
nando. Pues tal conciliación supone aceptar posiciones contrac-
tualistas, cuyos presupuestos se hallan en franca contradicción 
con los del realismo clásico y tomista. Por todo ello no resulta 
aventurado plantear radicalmente la siguiente opción: o se sos-
tiene la politicidad natural, o se sostiene la promoción de los 
bienes y derechos particulares como ﬁn de una sociedad política 
que ya no tendrá carácter natural. Para el ﬁlósofo del derecho 
y del Estado la aceptación de una tesis implica el rechazo de la 
otra.
II. La reducción del bien común al “conjunto de condicio-
nes para la perfección de las personas” como una variante 
de la misma tesis
Hay, en efecto, en esta formulación, toda una serie de impre-
cisiones que la reconducen, de hecho, a la posición que se viene 
criticando.
En primer lugar, si se acepta que el bien común político es 
la causa ﬁnal de la comunidad política, luego no se puede aﬁr-
mar que la causa es condición, pues, como leemos hasta en los 
manuales mismos, “la condición es el requisito o la disposición 
necesaria para el ejercicio de la causalidad: algo meramente 
auxiliar, que hace posible o impide la acción de una causa; la 
condición en cuanto tal no posee causalidad. La existencia de 
adecuadas condiciones climáticas, por ejemplo, es condición 
para que se desarrolle una prueba deportiva, pero no es su cau-
sa” (subr. orig) 26. Por otra parte, la concepción del bien común 
como condición implicaría la aﬁrmación de los bienes particu-
lares como causas. Respecto de éstos el bien común actuaría 
como su instrumento, i.e., como una suerte de medio.
En función de lo antes dicho, puede aﬁrmarse en síntesis: si 
el bien común es condición para la consecución del bien parti-
cular, entonces, el bien común ni es causa (pues es condición) ni 
es ﬁnal (porque tiene razón de medio). Y la causa ﬁnal se identi-
ﬁcaría, también aquí, con el conjunto de los ﬁnes particulares.
 Una vez más corresponde plantear la opción radical de 
marras. O se sostiene que el bien común es causa ﬁnal de la 
sociedad o se identiﬁca el bien común con un conjunto de con-
diciones. Para el ﬁlósofo del derecho y del Estado, la aceptación 
de una tesis implica el rechazo de la otra.
CONCLUSIÓN: VALIDEZ OBJETIVA Y 
PROBLEMATICIDAD EPOCAL DE LA TESIS
Para concluir, sólo puntualizaremos dos de los principales 
resultados del replanteo de la cuestión que nos ha ocupado. Por 
un lado, en el ﬁn común estriba sin duda la clave de bóveda 
ontológica y axiológica de la realidad de los grupos sociales en 
general y del Estado en particular. Mas, por otro lado, también 
se ha podido constatar hasta qué punto la cuestión del ﬁn común 
constituye un problema en modo alguno cerrado, o pacíﬁco, 
sino que, por el contrario, se yergue como el centro de polémi-
cas cientíﬁco-ﬁlosóﬁcas decisivas para una recta intelección de 
la naturaleza de la vida social.
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